El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD MÉDICA / SE RIGE POR EL CRITERIO DE CULPA PROBADA / POR SER OBLIGACIÓN DE MEDIO Y NO DE RESULTADO / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / LÍMITES DEL JUEZ PARA DECIDIR / VALORACIÓN PROBATORIA.
… corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga a las entidades  demandadas en la atención médica brindada al demandante, concretamente si incurrieron en conducta culpable, que haya sido la causante del daño cuya indemnización se reclama… 

Sobre la culpa, la doctrina y jurisprudencia vigentes, en el campo de la responsabilidad civil por el acto médico, han enseñado que puede producir responsabilidad para el profesional o la entidad que lo ejecuta y por ende, la obligación de indemnizar el daño que se llegue a causar al paciente, de incurrirse en fallas al emitir un diagnóstico o al ejecutar un determinado tratamiento, porque esa especie de responsabilidad, ya sea contractual o extracontractual, se rige por el criterio de la culpa probada por tratarse de una obligación de medio, salvo cuando se asume de manera expresa la de obtener un determinado resultado que no se logra. (…)
Con fundamento en las pruebas… concluyó el juzgado que después del postoperatorio el paciente presentó déficit neurológico, riesgo inherente a la cirugía, pero no se demostró que ese daño se haya ocasionado por error o como consecuencia de negligencia, descuido o impericia del médico tratante; es decir, este no incurrió en culpa y por ende, ante la ausencia de ese elemento, no era del caso declarar la responsabilidad reclamada.

Y nada diferente puede deducirse de ellas y encontrar como lo propone el apoderado del impugnante la culpa del médico que practicó la cirugía, pues los testimonios rendidos por él y por el otro profesional que lo acompañó en el acto quirúrgico no dan cuenta de hecho alguno del que pueda inferirse que fue por negligencia, descuido o error, que se produjo el daño. (…)
En el asunto bajo estudio, tal como lo reconoce el impugnante, no se narró en la demanda hecho alguno relacionado con la falta de autorización por parte de la EPS accionada para practicar al demandante una segunda cirugía recomendada por el médico tratante y en esas condiciones, no podía acudir el juzgado a supuesto como ese, para deducir la responsabilidad reclamada.

En efecto, dice el artículo 281 del CGP en lo pertinente: “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta…

Y es que la demanda y su contestación, en cuanto recogen las posturas de las partes en el proceso delimitan el contenido del litigio y es por ello que de conformidad con la norma leída, el juez, al desatar la controversia, debe hacerlo con sujeción a ellas sin que esté autorizado para hacerlo desbordando los linderos que los contendientes fijaron, porque en tal forma produce un fallo extra petita que desconoce el principio de la congruencia. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Proceso: 


Responsabilidad médica
Radicado: 


66001-31-03-001-2012-00254-01

Demandante:


Juan Manuel Osorio Sepúlveda

Demandados:


1) Comfenalco del Valle





2) Clínica Los Rosales

Llamada en garantía:

Seguros del Estado S.A  (Clínica Los Rosales)

Procedencia:


Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira

Sentencia 1ª instancia:
Junio 19 de 2018

Audiencia 2ª instancia:
Junio 10 de 2019, 2 PM

HECHOS: (F. 2 a 10, C 1) El actor se encuentra afiliado a la EPS Comfenalco del Valle;  sufrió un accidente de trabajo el 20 de enero de 2006, que le generó lesiones en su columna vertebral; el 9 de agosto de 2007 fue llevado a cirugía en la clínica Los Rosales, donde se le realizó exploración de hernias reportadas en una resonancia magnética que se le practicó y se le puso un espaciador dinámico interespínoso (dispositivo); en el postoperatorio empezó a presentar signos de compromiso neurológico como incontinencia urinaria y fecal, disfunción eréctil y dolor neuropático de tipo radicular severo; en ese procedimiento se informó un desgarro de la duramadre (membrana meníngea que recubre el sistema nervioso central); ese accidente quirúrgico requirió de sutura para su reparación durante el acto quirúrgico; el 6 de septiembre de 2007 fue remitido para concepto médico especialista en fisiatría a la fundación Valle del Lili, donde se recomendó revisión quirúrgica; el 3 de octubre siguiente se remitió para ese fin y se confirmó como hallazgo el seudomeningosele, la fibrosis peridural y además una sutura que compromete la pared anterior y posterior del saco dural; una raíz nerviosa seccionada (probablemente una raíz sacra); además riesgos de inestabilidad segmentaria y se hicieron las correcciones que describe.
En la historia clínica se adujo como disculpa o justificación del accidente quirúrgico, que existían malformaciones y variantes anatómicas, afirmación falsa que posteriormente fue desvirtuada por la observación directa de los cirujanos en el acto quirúrgico de revisión y corrección de las lesiones, según se indica en el informe rendido por el Dr. Juan Alfonso Uribe Arango, neurocirujano de la fundación Valle del Lili y por solicitud de la Junta de Columna que previamente había valorado al paciente.
La falla en el servicio le causó consecuencias y secuelas en su salud, las que describe; no volvió a trabajar; su estado laboral y emocional es deplorable.

PRETENSIONES: Declarar  responsables a los demandados de los perjuicios que sufrió y se les condene a pagarles las siguientes sumas de dinero: a) 100 smmlv por daños morales; b) 300 smmlv por el daño a la vida de relación; c) $16.505.374.71 por lucro cesante consolidado y $99.106.300,80 por lucro cesante futuro.

RESPUESTA CLÍNICA LOS ROSALES: Dijo que no le constaban en su mayoría los hechos de la demanda. Negó aquellos en los que se le adjudica responsabilidad. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó “inexigencia de responsabilidad por inexistencia de incumplimiento de los deberes contractuales por parte de la Clínica Los Rosales S.A.”; “ausencia de nexo causal”, “excesiva tasación de perjuicios” y la genérica. (f. 75 A 89, C 1).
LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: Lo hizo a Seguros del Estado S.A., con fundamento en la póliza de responsabilidad médica No. 55-03-101000003. (f. 133 A 135, C 1).
RESPUESTA CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR DEL VALLE DEL CAUCA – COMFENALCO VALLE: Lo hizo extemporáneamente y no fue escuchada. (F. 469, C 1)

CAMBIO DE COMPETENCIA: Del asunto venía conociendo el Juzgado Primero Adjunto del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira que por auto del 26 de julio de 2012, lo ordenó remitir al Civil del Circuito, de acuerdo con el artículo 625 del CGP. Le correspondió al primero de esa especialidad.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 19 de junio de 2018. En ella se negaron las súplicas de la demanda y se condenó en costas al demandante. Para decidir así, consideró el juzgado que  el actor presentó problemas neurológicos después de una cirugía que se le practicó en la clínica Los Rosales, pero que ellos constituyen riesgos inherentes a ese procedimiento, como lo indicaron los neurocirujanos que intervinieron al paciente; sin que se haya demostrado que se debieron a error producto de la negligencia, descuido o impericia del especialista; tampoco a una inadecuada prestación del servicio. Y aunque Comfenalco del Valle no autorizó una segunda cirugía recomendada por el médico tratante para reconstruir el nervio afectado en aquella intervención, como se señala en la historia clínica, ese hecho no se incluyó en la demanda.
REPAROS FRENTE AL FALLO: 1º) una errada valoración de la prueba documental y testimonial, que condujo a un falso juicio de identidad y 2º) desconocimiento del principio iura novit curia porque no alegó que Comfenalco negó la autorización para una segunda cirugía, pues no es médico, pero en el curso del proceso se estableció tal situación. 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado del demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 19 de junio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad médica que instauró el señor Juan Manuel Osorio Sepúlveda contra Confenalco del Valle y la Clínica Los Rosales S.A.
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación
2. Las partes están legitimadas en la causa, tal como lo dedujo el juzgado de primera sede en la sentencia que se revisa.

3. Se recuerda que en las pretensiones de la demanda se solicitó declarar la responsabilidad civil en que incurrieron las entidades demandadas en la prestación del servicio médico que se brindó al accionante y concretamente por los daños neurológicos que sufrió después de una intervención quirúrgica practicada el 9 de agosto de 2007.

El juzgado las negó al hallar ausente la culpa como elemento de la responsabilidad y agregó en el fallo que aunque el médico que intervino al demandante informó sobre la necesidad de practicar otra cirugía para reconstruir el nervio, la que nunca se autorizó ni realizó, hecho como ese no se incluyó en la demanda.

El apoderado del accionante critica la valoración probatoria que hizo el juzgado para negar la declaratoria de responsabilidad y considera que debió analizarse lo relacionado con la omisión de la entidad encargada de prestar los servicios de salud al citado señor, al negarse a autorizar la cirugía que se le recomendó.

4. De acuerdo con los precisos límites que impone el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga a las entidades  demandadas en la atención médica brindada al demandante, concretamente si incurrieron en conducta culpable, que haya sido la causante del daño cuya indemnización se reclama; además, si estaba facultado el juzgado para analizar en la sentencia un hecho que no fue invocado como fundamento de las pretensiones. 
5. Sobre la culpa, la doctrina y jurisprudencia vigentes, en el campo de la responsabilidad civil por el acto médico, han enseñado que puede producir responsabilidad para el profesional o la entidad que lo ejecuta y por ende, la obligación de indemnizar el daño que se llegue a causar al paciente, de incurrirse en fallas al emitir un diagnóstico o al ejecutar un determinado tratamiento, porque esa especie de responsabilidad, ya sea contractual o extracontractual, se rige por el criterio de la culpa probada por tratarse de una obligación de medio, salvo cuando se asume de manera expresa la de obtener un determinado resultado que no se logra.

Al respecto dijo la Sala de Casación Civil de la CSJ, en sentencia  174 de 13 de septiembre de 2002, expediente 6199, reiterada en la SC7110-2017, del 24 de mayo de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villanova, en proceso con radicación 05001-31-03-012-2006-00234-01: 

“Como tiene explicado la Corte, “(…) [s]i, entonces, el médico asume, acorde con el contrato de prestación de servicios celebrado, el deber jurídico de brindar al enfermo asistencia profesional tendiente a obtener su mejoría, y el resultado obtenido con su intervención es la agravación del estado de salud del paciente, que le causa un perjuicio específico, éste debe, con sujeción a ese acuerdo, demostrar, en línea de principio, el comportamiento culpable de aquél en cumplimiento de su obligación, bien sea por incurrir en error de diagnóstico o, en su caso, de tratamiento, lo mismo que probar la adecuada relación causal entre dicha culpa y el daño por él padecido, si es que pretende tener éxito en la reclamación de la indemnización correspondiente, cualquiera que sea el criterio que se tenga sobre la naturaleza jurídica de ese contrato, salvo el caso excepcional de la presunción de culpa que, con estricto apego al contenido del contrato, pueda darse, como sucede por ejemplo con la obligación profesional catalogable como de resultado”.

Constituye deber para el médico actuar con diligencia y cuidado en la atención profesional que preste al paciente, con el fin de obtener su curación o mejoría, pero como por regla general su obligación es de medio, no de resultado, en caso de no obtener el que se espera, solo se le puede atribuir responsabilidad en la medida en que se demuestre que incurrió en culpa por haber desatendido esos deberes.

En este caso, no aparece demostrado que las entidades demandadas hayan adquirido con el paciente una obligación de resultado; por tanto, ha de tenerse como de medio y correspondía al último  demostrar la culpa que endilga a las accionadas.
6. El juzgado, como ya se indicara, negó las pretensiones de la demanda al hallar ausente el presupuesto culpa como elemento de la responsabilidad, conclusión a la que llegó luego del análisis de la historia clínica del demandante; de las declaraciones de los médicos Hans Carmona Villada y Hernando Alfredo Yaruro Astundillo y de una certificación expedida por el neurólogo Juan Alfonso Uribe Arango, de la Fundación Valle del Lili.
Estima el apoderado de la parte demandante que esa decisión se adoptó porque fue errada la valoración de la prueba realizada por el juzgado.
7. De acuerdo con los supuestos fácticos sobre los que se edifican las peticiones del escrito con el que se promovió la acción, encuentra el actor la falla en el servicio médico, en la intervención quirúrgica que le practicó el Dr. Hans Carmona Villada, el  9 de agosto de 2007, en la que se presentó un accidente quirúrgico que le causó los daños cuya reparación pretende.
La existencia de ese accidente se encuentra acreditada con los testimonios rendidos por los médicos Hans Carmona Villada y Hernando Alfredo Yaruro Astundillo.
El primero, quien intervino al demandante en la fecha indicada, explicó el procedimiento quirúrgico a que fue sometido el demandante, en el que participó el segundo, y en síntesis reconoció que se presentaron dos problemas inherentes a esa situación: el desgarro de la duramadre, que fue corregido, y otro en las raíces sacras, que produjo la lesión neurológica; ese último se trató de enmendar con una nueva intervención, pero dos días después el paciente ya no estaba en la clínica. Adjudica esas complicaciones a una variante anatómica en el cuerpo del citado señor, que no permitió predecir lo que en últimas sucedió; afirmó que era un riesgo previsible; que en el intraoperatorio se tomaron medidas para buscar que la lesión no se produjera, pero no pudieron evitarla; se trató de un riesgo quirúrgico que se consignó en el consentimiento informado como déficit neurológico, el que a pesar de ser escaso, puede producirse porque está en las raíces.
En relación con esa variante anatómica y el concepto rendido por el Dr. Juan Alfonso Uribe Arango, de la Fundación Valle de Lilli, el 25 de septiembre del 2008, que obra a folios 48 y 49 del C 1, en el que se expresó que en la cirugía practicada al demandante en esa entidad no se detectó ni visualizó malformación ni variante anatómica fuera de la cicatriz de la cirugía previa y la lesión que esta causó, expresó que no se puede comparar el preoperatorio con el posoperatorio porque las condiciones son completamente diferentes, pues si la raíz sacra no está en adecuada disposición y se retrae, deja de ser visible y técnicamente no pueden ver la alteración, mientras que cuando se entra por primera vez, sin ninguna alteración quirúrgica, sí se encuentra el trastorno en la parte de la variante anatómica. En últimas, concluyó que ese informe es válido para el posoperatorio, mas no para el preoperatorio.               

Reitera que sí existió un accidente quirúrgico, una situación imprevista que no se pensaba iba a ser encontrada y que no se produjo por su voluntad ni por error, pues no es esperaban hallar las raíces en ese punto; tampoco el saco dural; supuso que en el Valle de Lili se trataría lo de las raíces, pero no lo hicieron, solo practicaron el cierre del desgarro.
El Dr. Armando Alfredo Yaruro Astudillo (F 1 a 4 C, 2) acompañó, como ya se dijera, al Dr. Hans  Carmona en la intervención quirúrgica practicada al demandante y también indicó que dentro de ella se produjo un desgarro dural; se reparó la duramadre y el citado médico continuó verificando la evolución del paciente. Explicó que esa cirugía es compleja y no está exenta de riesgos y complicaciones  que se le explican previamente al paciente. También expresó que muchas veces se encuentran variantes anatómicas en el campo quirúrgico; el médico debe estar preparado para eso, y que en el caso del actor, las atenciones e intervenciones estuvieron acordes y fueron oportunas para la patología que presentaba.
Al interrogársele sobre el concepto rendido por el médico del Valle del Lili, ya referido, dijo que siempre se ha planteado que el paciente tuvo una avulsión como se indicó en la historia clínica, a folio 25 y en nota del juzgado a folio 22; aclaró que una sospecha clínica es una impresión de lo que puede estar cursando el paciente y que las raíces sacras no son estáticas, son como cauchitos que cuando avulsionan pueden desplazarse en un espacio como la columna en toda su extensión.

Ninguna duda existe entonces sobre la existencia del accidente quirúrgico que sufrió el demandante, el día 9 de agosto de 2007, mientras se le sometió a una cirugía, pues de tal hecho dieron cuenta los médicos que intervinieron al enfermo. Sin embargo, dejaron de adjudicarlo a un acto de negligencia de parte suya. Ambos afirmaron que era un riesgo de la cirugía, que no tuvieron la intención de producir.

A sus dichos la Sala concede mérito demostrativo en razón a que se trata de testigos técnicos, expertos en la ciencia de la medicina, que relataron los hechos por haberlos presenciado y con fundamento en sus conocimientos sobre la materia. Sus expresiones además resultaron claras, completas y responsivas y no fueron tachados por la parte demandada. 
La historia clínica incorporada a la actuación también da cuenta del accidente, pues en nota puesta el día en que se practicó el procedimiento denominado hemilaminectomia, el 9 de agosto de 2007, se indicó que en el acto quirúrgico se produjo desgarro dural el que se sutura y como complicación se indica desgarro dural reparado. (F 33, C 1).

El Dr. Hans Carmona Villada, el primer día del postoperatorio, indicó que el paciente refiere dolor a nivel de herida quirúrgica, entumecimiento de periné, incontinencia urinaria, que se sospecha de lesión de raíz pudenda en el desgarro dural y que se discutirá el caso en junta (f 19, c 1).
El 11 de agosto de 2007 (f 22, c 1) consigna el mismo profesional que persiste trastorno sensitivo perineal y región perineana e incontinencia urinaria; se discute el caso con el Dr. Yaruro (ayudante en cirugía) y se sospecha de avulsión de raíz sacra asociado a variante anatómica de la conformación del saco dural y raíces sacras observado intraoperatoriamente. Como plan se expresa que el asunto se analizará en junta neuroquirúrgica.

El 13 de ese mes, anota el mismo profesional que el enfermo continúa en iguales condiciones neurológicas y se decide realizar reinervación de raíz sacra con nervio intercostal; se comenta situación con la mamá y el paciente y posteriormente definirán si aceptan o no. (f 28, C 1).
El 14 del mes citado, registra el galeno que se encuentra pendiente la autorización para realizar el procedimiento solicitado. (F 32, c 1), lo mismo aparece en notas de enfermería del día siguiente (F 32 y 33, C 1); en las del 19 y 20 se expresa que debe solicitarse valoración por cirugía general (F 34, 36, C 1); el 21 y el 22, que pendiente cirugía; el 23 que la entidad no ha autorizado procedimiento; el 24 se expresa que Comfenalco lo hará de manera ambulatoria y el 25 del mismo mes, que se discute con el paciente, quien acepta el alta, la que se da con recomendaciones y cirugía ambulatoria ( F. 37, C 1)
Después de esa última fecha no aparecen más anotaciones de tratamientos brindados al actor en la Clínica Los Rosales.

Al documento de que se trata se concede valor demostrativo, en razón a que su contenido no ha sido objeto de controversia por las partes.  
Se incorporó al proceso un escrito dirigido por el Dr. Juan Alfonso  Uribe Arango, neurocirujano, en papel con membrete de la Fundación Valle del Lili, a la Dra. Ana Lucía Valderrama, especialista en Medicina del Trabajo de Comfenalco, Valle del Cauca, (f. 48 y 49, c 1) en el que rinde concepto sobre la patología del demandante y para lo que al caso interesa, expresa que en agosto del 2007 fue llevado a cirugía en Pereira, donde le hicieron una exploración de las hernias y le colocaron un espaciador dinámico interespinoso; en el postoperatorio inmediato sale con un déficit neurológico consistente en incontinencia urinaria, fecal e impotencia, además dolor radicular severo, al parecer originado por un accidente quirúrgico ya que se informó de un desgarro de la duramadre que requirió ser saturado en la cirugía. 
Agregó que el 6 de septiembre de 2007 se envía para concepto de fisiatría a la Fundación Valle del Lili; se presentó a junta de columna el 10 de septiembre; se revisó una RMN gadolinio del 23 de agosto de 2007 y se observa fístula contenida o posible pseudomenigocele en el sitio de la cirugía, fibrosis peridural y se recomendó revisión quirúrgica; al realizarla, se confirmó su existencia y una sutura que compromete tanto la pared anterior como la parte posterior del saco dural; también una raíz, probablemente la primera sacra seccionada y signos de inestabilidad segmentaria. Se hizo retiro del injerto del espaciador interespinoso que además comprometía el saco dural, se retiran las suturas que comprometen las raíces intradurales, se libera la fibrosis intradural y extra y peridural y se hace una artrodesis de L5 a S1 con injertos óseos para fusión, sin que hayan encontrado malformaciones ni variantes anatómicas, fuera de la cicatriz de la cirugía previa y la lesión por tal procedimiento.
Se concluye en ese escrito que el paciente presenta secuelas neurológicas de una complicación quirúrgica iniciada por un dolor lumbar secundario a un accidente laboral.

A tal documento se le concede valor probatorio en razón a que  tampoco fue tachado o desconocido por las partes.
Con fundamento en las pruebas que se acaban de mencionar, concluyó el juzgado que después del postoperatorio el paciente presentó déficit neurológico, riesgo inherente a la cirugía, pero no se demostró que ese daño se haya ocasionado por error o como consecuencia de negligencia, descuido o impericia del médico tratante; es decir, este no incurrió en culpa y por ende, ante la ausencia de ese elemento, no era del caso declarar la responsabilidad reclamada.

Y nada diferente puede deducirse de ellas y encontrar como lo propone el apoderado del impugnante la culpa del médico que practicó la cirugía, pues los testimonios rendidos por él y por el otro profesional que lo acompañó en el acto quirúrgico no dan cuenta de hecho alguno del que pueda inferirse que fue por negligencia, descuido o error, que se produjo el daño.
Lo mismo puede predicarse de la historia clínica, en la que tampoco se hace mención a hecho como ese.

En los hechos de la demanda se expresa que constituye una disculpa o justificación del accidente quirúrgico, la malformación o variantes anatómicas en el cuerpo del demandante, tal como lo acredita con el informe quirúrgico rendido por el neurocirujano de la Fundación Valle del Lili, cuyo contenido atrás se resumió. 

El juzgado negó valor demostrativo a esa prueba porque los médicos que rindieron declaración en este asunto explicaron las diferencias en el organismo del paciente antes y después de la cirugía, que impidió a los médicos de la fundación Valle del Lili, observar lo que ellos sí pudieron ver en la primera intervención y por ende, no puede tenerse como irrefutable, en el sentido de que no presentaba variantes anatómicas, ya que además, ninguno de los médicos que lo reintervino conoció al enfermo antes de esa primera cirugía y tampoco hay prueba de que el médico que dio el concepto hubiera participado en alguna de las intervenciones, pues solo señaló que lo rindió, con fundamento en la historia clínica.

Para la Sala tampoco puede hallarse en ese concepto la culpa de la clínica demandada, pues con independencia de que el organismo del demandante tenga o no variantes anatómicas que hayan incidido en el accidente quirúrgico que se le causó, no hay algún medio probatorio del que pueda deducirse la culpa del galeno que practicó la intervención
Ni en el resultado radiológico del 24 de octubre de 206, que obra a folio 15 del cuaderno principal, pues de él no se infiere esa culpa, ni siquiera la variante anatómica.

Pero además, aceptando en gracia de discusión que no se hayan visualizado malformaciones o variantes anatómicas en el organismo del demandante al practicarse la cirugía a que se le sometió en la Fundación Valle del Lili, con posterioridad a aquella en la que se produjo el accidente quirúrgico cuya indemnización se reclama, de esa mera afirmación no puede inferirse que no existieran en la última referida, como lo explicaron los dos médicos que intervinieron en ese procedimiento. 
Sumado a lo anterior, la inexistencia de esos cambios o malformaciones anatómicas no resulta  suficiente para encontrar acreditada la culpa del galeno que practicó la cirugía, ya que de otro lado ni siquiera se dijo en los hechos de la demanda en qué consistió ese elemento de la responsabilidad, cuál fue el error o la conducta negligente de la que aquella pueda inferirse. Es decir, no explicó el apoderado del demandante, frente al accidente quirúrgico, cuál ha debido ser la conducta adecuada del médico para evitarlo.
Surge del análisis en conjunto de las pruebas referidas que ninguna de ellas da cuenta de la negligencia, impericia o falta de cuidado en la cirugía que se practicó al demandante y que le causó los daños cuya reparación reclama. Es decir, no hay cómo encontrar en ellas la culpa del galeno que practicó la intervención quirúrgica, como lo concluyó el juzgado de primera instancia en la sentencia que se revisa y por ende, por el reparo que se analiza, la sentencia no será revocada.

También adujo el apoderado del actor que aunque en los hechos de la demanda no alegó que hubiese existido omisión por parte de Comfenalco en la autorización de la segunda cirugía que recomendó el doctor Hans Carmona Villada, ello se debió a que no es médico, es un abogado lego en conocimientos científicos. Sin embargo, aduce, en el curso del proceso se demostró esa situación y por ende, se desconoce el principio que dice: “dame los hechos en el proceso, apórtame la prueba y yo dispensaré el derecho”.
De acuerdo con ese principio, corresponde al demandante exponer los hechos sobre los que edifica las peticiones objeto de una demanda judicial y probarlos. Por su parte, al juez le incumbe calificarlos para deducir de ellos las consecuencias jurídicas y de ser el caso, conceder el derecho sometido a controversia.

En el asunto bajo estudio, tal como lo reconoce el impugnante, no se narró en la demanda hecho alguno relacionado con la falta de autorización por parte de la EPS accionada para practicar al demandante una segunda cirugía recomendada por el médico tratante y en esas condiciones, no podía acudir el juzgado a supuesto como ese, para deducir la responsabilidad reclamada.

En efecto, dice el artículo 281 del CGP en lo pertinente: “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta… En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la ley permita considerarlo de oficio...”

Y es que la demanda y su contestación, en cuanto recogen las posturas de las partes en el proceso delimitan el contenido del litigio y es por ello que de conformidad con la norma leída, el juez, al desatar la controversia, debe hacerlo con sujeción a ellas sin que esté autorizado para hacerlo desbordando los linderos que los contendientes fijaron, porque en tal forma produce un fallo extra petita que desconoce el principio de la congruencia. 

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, aunque con referencia al artículo 305 del CPC que recogía ese mismo principio:

“2.-La congruencia entonces, se erige en uno de los principios que gobiernan el derecho procesal civil, por cuya virtud, el fallo debe emitirse de manera concreta respecto de la materia litigiosa que las partes han sometido a conocimiento del juzgador, al formular sus peticiones o plantear sus defensas…

3.-De lo anterior se desprende, según lo ha señalado la Sala, “que la labor judicial no deviene como una actividad sin freno y sin límite conocido, sujeta al capricho o la discrecionalidad del operador judicial; está demarcada, de ello no hay duda, principalmente, por los derroteros que la propia ley ha establecido dependiendo del campo específico en el que se cumple la actividad de administrar justicia, pues atañe al orden público de la Nación”. 

“(…) Surge de lo dicho, como una verdad incontestable, que la actividad que cumple el funcionario investido de la potestad de administrar justicia, está regulada por cuatro vectores cuya conjugación delinean o delimitan la misma: 1) las pretensiones de la demanda; 2); los hechos que la sustentan; 3) las excepciones invocadas por el demandado (cuando así lo exige la ley); y, 4) las excepciones que debe declarar de oficio. Y, por supuesto, cuando el agente del Estado quebranta esos hitos, incursiona en predios que destellan un exceso de poder o un defecto del mismo; algunas veces, en la medida en que decide sobre cuestiones no pedidas ó más allá de lo solicitado ó cuando deja de resolver sobre las pretensiones o excepciones aducidas; tal vicio, se estructura, igualmente, cuando el sentenciador desdeña pronunciarse sobre aspectos no enarbolados por las partes, pero que, por disposición legal, debían ser objeto de decisión oficiosa…<” (Sala de Casación Civil, sentencia del 28 de febrero de 2012, MP. Dra. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente 05282-3103-2007-00131-01).
De esa manera las cosas, la funcionaria de primer grado vedada estaba para pronunciarse sobre hecho no planteado en la demanda para sustentar las súplicas, pues desconocería el principio de la congruencia de la sentencia al que se ha hace mención, ya que el nuevo hecho alegado existía para la fecha en que se formuló la demanda y por ello, en ella ha debido invocarse. Tampoco se está frente a asunto de familia o agrario que en ciertos casos y de acuerdo con el artículo 281 del CGP que lo consagra, autoriza resolver ultra o extra petita; y lesionaría el derecho al debido proceso de la parte demandada, al juzgarla con fundamento en un hecho del que no pudo ejercer su derecho de defensa.

En conclusión, tampoco por el reparo que se analiza, se revocará el fallo de primer grado.

Por tanto, se confirmará esa providencia y se condenará al demandante a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho, por auto posterior.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 19 de junio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad médica que instauró el señor Juan Manuel Osorio Sepúlveda contra Confenalco Valle del Cauca y la Clínica Los Rosales S.A.

SEGUNDO: Se condena al demandante a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso, por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho, por auto posterior. 

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados. 

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY HERRERA GRISALES

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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